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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de diciembre del año 2013, dos mil trece. . 
V I S T O para resolver el expediente número 135/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del Director de Verificación Urbana y de la inspectora …, adscrita a la Dirección General de Verificación Normativa ambas del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a la resolución dictada …, por el Magistrado propietario que integra la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en el recurso de revisión interpuesto por la parte actora, se deja insubsistente la sentencia emitida …, en este proceso administrativo, mediante la cual en el resolutivo segundo se sobreseyó el proceso administrativo, por actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque la parte actora carecía de interés jurídico y se procede a emitir esta nueva sentencia dejándose intocado lo relativo al sobreseimiento del retiro del anuncio y se deja insubsistente única y exclusivamente por lo que hace al sobreseimiento de la sanción pecuniaria y con plenitud de jurisdicción se procederá a resolver lo que en derecho corresponde respecto a la sanción pecuniaria, conforme a lo señalo en la parte considerativa del fallo que se cumplimenta. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que el actor señala dos actos impugnados: la resolución administrativa …, por la que se ordenó la clausura, el retiro de anuncio y se aplica una multa …; y el acta de clausura …, con relación a anuncio espectacular …. Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de la presente cauda administrativa, la del primero con el original de la referida resolución y la del segundo con copias al carbón del acta de colocación de sellos, ambas forman parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, quien se ostenta como representante legal de la Sociedad Mercantil …, personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública…, otorgada ante la fe del … titular de la Notaria Pública …, del Distrito Federal y en la cláusula primera se le otorga al Licenciado …, Poder General para Pleitos y Cobranza, con todas las facultades generales y las especiales que requieran cláusula especial conforme a la Ley, en los términos de los artículos 2,554 dos mil quinientos cincuenta y cuatro, primer párrafo y 2,587 dos mil quinientos ochenta y siete, ambos del Código Civil para Distrito Federal y de sus correlativos en el Código Civil Federal y en los demás  Códigos  Civiles de  todos  los  Estados  de  la  República  Mexicana en  que el poder se ejerza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, la inspectora demandada aduce que la parte actora carece de interés jurídico para acudir al presente juicio y que la colocación de sellos no le causa perjuicio alguno, pues hasta este momento no ha demostrado que cuenta con licencia de anuncios y ante la falta de licencia la orden de colocación de sellos no es un acto que afecte los intereses jurídicos de la quejosa, como ella lo manifiesta en su escrito de demanda la licencia esta vencida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que SE ACTUALIZA, en mérito de las razones siguientes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo  206-A, párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     
“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.”
En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece  que  sólo  podrá  intervenir  en  el  proceso  quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Así, conforme a los artículos 206-A, párrafo primero, de la citada Ley Orgánica Municipal y 251, primer párrafo, fracción I, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, son requisitos sine qua non que la parte impetrante cuente con interés jurídico y  que acredite la afectación de su esfera de derechos por el acto o resolución combatida. . . . 

Sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras que, por su parte la doctrina al interés jurídico lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y  limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta tesitura, podemos concluir que el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto o resolución impugnada; de esta manera, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto Contractual de naturaleza administrativa; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este sentido, conforme a lo establecido por el artículo 423  fracción III, en relación con el 449 fracción I, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano  para el Municipio de León, Guanajuato, se requiere la Licencia para fijar, instalar o modificar un anuncio autosoportado y es el caso que la persona moral impetrante exhibió una licencia vencida; y, si la materia de anuncios está debidamente Reglamentada en esta Municipalidad por el aludido Ordenamiento legal, entonces la Licencia es la que engendra a los particulares la titularidad del derecho para colocar ese tipo de anuncios, por ende, este acto administrativo es el que viene a constituir el interés jurídicamente tutelado a que se refieren los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, incido a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de este modo, dichos preceptos legales sólo tutelan el interés jurídico y no el interés legítimo; por tal motivo, para la procedencia del proceso administrativo es menester contar con un derecho legalmente tutelado para que cuando sea quebrantado por la actuación de las autoridades Municipales, el agraviado esté en aptitud de solicitar al Juzgado Administrativo Municipal la reparación de dicha transgresión, pues como se dijo en supralíneas, en la especie la parte actora no acreditó su interés jurídico, por no exhibir la Licencia vigente para la instalación del anuncio en el inmueble …, de esta ciudad. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando lo anterior, cabe mencionar que la licencia de uso de suelo para anuncio auto soportado, exhibida tiene fecha de expedición el 23 veintitrés de enero del 2009, dos mil nueve y con vigencia hasta al día 23 veintitrés de enero del 2010, dos mil diez, por tal virtud, de acuerdo a lo señalado por el artículo 152, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dicho acto administrativo a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que nos ocupa, se extinguió de pleno derecho, pues por el simple transcurso del tiempo, expiró el plazo de la licencia; por lo que partiendo de esta premisa, resulta evidente que la referida licencia dejó de surtir sus efectos jurídicos y por consiguiente los derechos subjetivos que amparaba y tutelaba el documento exhibido respecto al anuncio autosoportado se extinguieron por expiración del término, por otro lado, la persona moral actora no es la destinaria de las resoluciones administrativas impugnadas, ya que estas se encuentran expedidas a nombre de la ciudadana …e incluso las sanciones administrativas se imponen a esta persona física, por tanto, si la parte actora no cuenta con interés jurídico, entonces no existe afectación a la esfera jurídica de la Persona Moral …, por tratarse de persona distinta a la que van dirigidas las resoluciones a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, a la parte actora no le asiste el derecho de acudir ante este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad de la clausura de la difusión y el retiro del anuncio descrito en supralíneas. Siendo lo anterior así; al respecto, cabe resaltar que el segundo párrafo del artículo 206-A, de la multicitada Ley Orgánica Municipal y el primer párrafo y la fracción I, incido a) del artículo 251, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legitimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que los actores resulten afectados por un acto contrario a la ley, sino que es menester que tengan a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo, no se demostró en autos de esta causa administrativa que cuenta con la licencia respectiva vigente. Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de mayo de 2004. Actores: Raúl Aguilar Zacarías y J. Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.). . . 
En consecuencia, si la parte actora carece de interés jurídico, entonces, no se afecta su esfera jurídica, por lo que no se cumple con el mencionado requisito de procedibilidad de la acción de nulidad, actualizándose en perjuicio de la parte impetrante la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, procediendo el sobreseimiento del proceso administrativo, únicamente respecto a las sanciones de clausura de la difusión y de retiro del anuncio publicitario instalado en el inmueble antes descrito y del acta de clausura …, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo ordenamiento legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Por otro lado y en cumplimiento a la resolución del recurso de revisión, se precisa que la parte actora esta en aptitud de impugnar la resolución administrativa …, dictada en el procedimiento administrativo de inspección …, por el  Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa, en lo relativo a la imposición de la sanción que consiste en la multa, …, conforme a lo señalado en los artículos 4 primer párrafo y 225 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 215 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le protegen derechos subjetivos al respecto; sin embargo, de un análisis minucioso de la demanda se advierte que de manera concreta no se expresa concepto de impugnación alguno dirigido a desvirtuar la argumentación lógica y jurídica tendente a la aplicación de la sanción económica que consiste en la multa, ni respecto a la individualizar de la sanción o determinación de su monto, expresada en el cuarto considerando y en el primer punto resolutivo, párrafos primero y segundo de la resolución a debate. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Número de Registro: 178,070; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XXII, Julio de 2005; Tesis: I.15o.A.35 A; visible  Página: 1377, bajo el siguiente rubro: “ANUNCIOS. CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA NO SÓLO ORDENA SU RETIRO, SINO TAMBIÉN IMPONE MULTAS, EL AFECTADO CON ÉSTAS CUENTA CON INTERÉS JURÍDICO PARA SOLICITAR EL AMPARO. Cuando en una resolución administrativa dictada dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, se imponen sendas multas al quejoso y se le ordena retirar el anuncio publicitario instalado en un inmueble de su propiedad, por no contar con la licencia o autorización correspondiente para instalarlo y operarlo de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 57, 65, fracción I, y 118, párrafo segundo, del Reglamento de Anuncios para el Distrito Federal; si bien es cierto que conforme a la Ley de Amparo el juicio de garantías únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique el acto reclamado, que la falta de afectación a su interés jurídico implica el sobreseimiento en el juicio y que de conformidad con el citado reglamento de anuncios se requiera licencia o permiso para instalar, distribuir, ubicar o modificar anuncios publicitarios; sin embargo, la quejosa no necesita acreditar que cuenta con la licencia o autorización correspondiente para justificar su interés jurídico a efecto de reclamar la referida resolución sólo en lo relativo a las sanciones económicas que le fueron impuestas, pues si figuró como parte y además se dirigió expresamente a ella, es patente que se crea en su perjuicio una situación jurídica concreta, en la medida en que afecta su patrimonio; máxime si su pretensión en el amparo no es que pueda seguir operando el anuncio publicitario instalado en el inmueble de su propiedad, sino el que se dejen sin efectos las sanciones económicas y las obligaciones impuestas a su cargo.”. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Po último, también resulta conveniente precisar que en la especie no se suple la queja deficiente planteada en la demanda, en virtud de que no se configura ninguna de las hipótesis jurídicas contempladas en el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que la resolución combatida no se emitió fuera del procedimiento administrativo; la parte actora no manifiesta suma ignorancia; y la multa que nos ocupa asciende a 170 ciento setenta días de salario mínimo vigente en la Entidad, por tal motivo, rebasa la cantidad de 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general, por lo que no se actualizan las exigencia previstas en la fracción III del citado artículo 301, pues el juicio de nulidad es de estricto derecho y estudiar la legalidad o ilegalidad de la multa, se supliría la deficiencia de la queja en un caso no permitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, ante la ausencia de los conceptos de impugnación, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente reconocer la legalidad y validez de la resolución administrativa …, dictada …, por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa, en lo relativo a la imposición de la sanción que consiste en la multa…. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298, 299 y 300 fracción I, del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar  y resolver el presente proceso administrativo. . . . .
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto de la clausura de la difusión y el retiro del anuncio …, así como del acta de clausura …; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el considerando cuarto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconocer la legalidad y validez de la resolución administrativa … dictada …, por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa, en lo relativo a la imposición de la sanción que consiste en la multa, …  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . 
Notifíquese a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . .  . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 18 DE DICIEMBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 135/2011-JN.3
